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Sentencias relevantes y recientes del Tribunal de Justicia de la Unión Europea sobre derecho de consumo

La protección de los consumidores y usuarios constituye uno de los objetivos fundamentales de la Unión Euro-
pea. Muestra de ello es la relevante jurisprudencia del Tribunal de Justicia en materia de derecho de consumo, 
en la que se aprecia una creciente tendencia hacia la protección del consumidor en el marco de sus relacio-
nes contractuales con los profesionales o empresarios. El objeto de este artículo es hacer un breve repaso de 
algunos de los pronunciamientos más relevantes dictados por el Tribunal de Justicia en los dos últimos años.
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Important recent EUCJ consumer law rulings

Consumer protection is a fundamental objective of the EU, as the EUCJ case law in the field of consumer 
law shows by moving towards a more consumer protection-based approach in contractual relations between 
consumers and professionals and businesspersons. This article briefly reviews some of the most important 
EUCJ judgments in the past two years.
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1.	 Introducción

A día de hoy es indudable el relevante papel que desempeña el Tribunal de Justicia de la Unión  
Europea (“TJUE” o el “Tribunal de Justicia”), tanto en España como en el resto de Estados miem-
bros, en la interpretación y la aplicación del derecho de consumo y en la protección normativa 
del consumidor o usuario. Buena muestra de ello es que de las más de quinientas cuestiones pre-
judiciales remitidas en el año 2023 —treinta y dos de las cuales fueron formuladas por jueces o 
tribunales españoles—, cincuenta y dos de ellas versan sobre protección de consumidores1.

Entre las múltiples resoluciones dictadas por el TJUE en el último año, destacan las dos recientes 
sentencias que dan respuesta a las cuestiones prejudiciales planteadas por la Sala Primera del Tri-
bunal Supremo en dos materias de gran relevancia. Nos referimos, por un lado, a la Sentencia de 
4 de julio de 2024 (Caixabank y otros, asunto C-450/22), sobre el control de transparencia mate-
rial de las denominadas cláusulas suelo en el marco de una acción colectiva ejercitada frente a 101 
entidades financieras; y, por otro, a la Sentencia de 25 de abril de 2024 (Banco Santander, asunto 
C-561/21), sobre el dies a quo del plazo de prescripción de la acción de restitución de los gastos 
derivados de la formalización de un préstamo hipotecario pagados en virtud de una cláusula de-
clarada nula por abusiva (y que ya ha sido aplicada por el Pleno de la Sala Primera del Tribunal 
Supremo, en su Sentencia de 14 de junio de 2024, Roj: STS 3076/2024). Se trata de dos materias 
bien conocidas sobre las que ya se han pronunciado voces más autorizadas que las nuestras, por 
lo que no serán objeto del presente artículo2.

El objeto de este artículo es, en cambio, poner el foco en otras sentencias dictadas por el Tribunal 
de Justicia en los últimos años que, pese a su relevancia práctica para la aplicación del derecho 
de consumo en España, no han gozado de la misma atención que las referidas anteriormente3. 
Se va a dividir la exposición de estas resoluciones en distintas materias: control judicial de oficio 
del carácter abusivo de las cláusulas contractuales; control de transparencia y criterios de validez 
de condiciones generales en contratos suscritos entre un abogado y un consumidor; régimen de 
imposición de costas en procedimientos en los que intervienen consumidores; y el derecho de 
desistimiento del consumidor.

La importancia de la doctrina del Tribunal de Justicia sobre derecho de consumo no es una nove-
dad porque, desde hace más de diez años, se puede observar un número creciente de resolucio-
nes del TJUE en esa materia, que, en el caso de España, ha motivado importantes modificaciones 
legislativas para adaptar el régimen normativo nacional a las postulados del TJUE (como, por 
ejemplo, las numerosas reformas de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil —la 
“LEC”—) y ha dado lugar a jurisprudencia nacional relevante sobre derecho de consumo (parti-
cularmente, del régimen normativo de cláusulas abusivas).
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La importancia del derecho de consumo y de la doctrina del TJUE en este ámbito no se detendrá 
en el futuro. Así se podrá ver con el repaso final que se hará a las cuestiones prejudiciales en esa 
materia pendientes de resolución.

2.	 Control judicial de oficio de la abusividad de las 
cláusulas incorporadas en contratos con consumidores 
(sentencias de 29 de febrero, 9 de abril y 11 de abril 
de 2024)

Una de las cuestiones sobre las que el Tribunal de Justicia se ha pronunciado en numerosas re-
soluciones ha sido el deber del juez de examinar de oficio la abusividad de las cláusulas incor-
poradas en contratos suscritos con consumidores tan pronto tenga los elementos de hecho y de 
derecho necesarios para ello4. Desde su conocida Sentencia de 14 de marzo de 2013 (Aziz, asun-
to C-415/11)5, el TJUE ha promulgado numerosas sentencias sobre esta cuestión, muchas de las 
cuales han motivado cambios legislativos relevantes a los que se refiere la primera sentencia que 
comentaremos aquí.

En 2024, a raíz de peticiones de decisión prejudicial planteadas por dos órganos judiciales espa-
ñoles, el Tribunal de Justicia ha dictado dos nuevas sentencias sobre el alcance y contornos de ese 
control judicial de oficio de las cláusulas abusivas.

La primera de ellas es la Sentencia de 29 de febrero de 2024, que resuelve las cuestiones pre-
judiciales planteadas por el Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de León (Investcapital, asunto 
C-724/22) en el marco de un proceso de ejecución que dimanaba de un procedimiento monitorio 
anterior6. Este juzgado preguntó al Tribunal de Justicia sobre la compatibilidad de la Directiva 
93/137 con una normativa nacional (la LEC) que no permite al juez que conoce de la ejecución del 
decreto que pone fin al procedimiento monitorio por no atender el requerimiento de pago reali-
zar un control de oficio (o a instancia del consumidor) del carácter eventualmente abusivo de las 
cláusulas insertas en un contrato con consumidores, cuando ese control ya ha sido realizado por 
un juez en la fase del proceso monitorio, pero el juez que conoce de la ejecución tiene motivos 
para pensar que ese primer control fue incompleto.

Para el Tribunal de Justicia, el principio de efectividad está garantizado si el sistema procesal na-
cional establece, en el procedimiento monitorio o en el procedimiento de ejecución posterior, el 
control de oficio del carácter potencialmente abusivo de las cláusulas contenidas en los contratos 
objeto de dicho procedimiento. Por ello, el hecho de que en el sistema español dicho control se pre-
vea únicamente en el proceso monitorio no constituye en sí mismo una violación de este principio.

Sobre esta base, el TJUE concluye que el control por el juez del carácter eventualmente abusivo de 
las cláusulas del contrato que sirva de base para el requerimiento de pago será conforme con la 
Directiva 93/13 si se dan los siguientes requisitos: (i) que se informe al consumidor de la existencia 
de ese control de oficio y de las consecuencias que conlleva su falta de actuación respecto a la pre-
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clusión del derecho a invocar la abusividad de las referidas cláusulas en una fase o procedimiento 
posterior; y (ii) que la resolución adoptada por el juez que realiza el control de oficio esté “sufi-
cientemente motivada”, de manera que permita al órgano jurisdiccional que conozca del recurso 
o del procedimiento posterior identificar las cláusulas o partes ya examinadas y las razones por las 
que el primer juez descartó su abusividad. 

Si se cumplen esos requisitos se podrá impedir el control de oficio o la facultad del consumidor de 
alegar la potencial abusividad de una cláusula en un procedimiento posterior. Si no se cumplen 
esos requisitos, seguirá aplicando el deber judicial del examen de oficio de las cláusulas abusivas y, 
a su vez, el consumidor mantendrá la facultad de alegar su carácter abusivo en fase de ejecución. 

De esta forma, el criterio que determina si es posible o no hacer un nuevo examen (de oficio o a 
instancia del consumidor) del contenido contractual a la luz del régimen normativo de cláusulas 
abusivas es que la fundamentación que proporcione el juez que ha examinado el carácter abusivo 
de las cláusulas en el proceso monitorio debe permitir advertir las cláusulas o partes de cláusulas 
analizadas bajo ese prisma normativo y, además, debe contener sucintamente las razones por las 
que se consideró que dichas cláusulas no eran abusivas.

Precisamente, las exigencias del control judicial de oficio de las cláusulas abusivas han vuelto a 
provocar nuevas reformas de la LEC mediante el Real Decreto-ley 6/2023. En el marco de la eje-
cución de títulos extrajudiciales (arts. 551, 552 y 561 LEC), se ha ampliado el contenido del auto 
despachando ejecución, que ahora debe recoger un pronunciamiento expreso sobre la inexisten-
cia de abusividad de las cláusulas que sirven de fundamento a la ejecución y que determinan la 
cantidad exigible, y se regula de forma expresa el control de oficio por parte del juez encargado 
de la ejecución de las cláusulas potencialmente abusivas insertas en el título ejecutivo. Asimismo, 
se prevé expresamente que el pronunciamiento sobre la abusividad o no de las cláusulas tendrá 
eficacia de cosa juzgada. Por otro lado, se ha modificado también el proceso monitorio en el 
sentido de que el juez, tras examinar de oficio el carácter abusivo de las cláusulas insertas en la 
documentación de la que se derive la petición de monitorio, puede realizar una propuesta de 
requerimiento de pago por el importe que resulte de excluir de la cantidad reclamada la cuantía 
derivada de la aplicación de la cláusula abusiva. 

La segunda resolución sobre el alcance y contornos del control judicial de oficio de las cláusulas 
abusivas es la Sentencia de 11 de abril de 2024 (Air Europa Líneas Aéreas, asunto C-173/23), en 
la que el Tribunal de Justicia ha analizado si la obligación del juez de examinar de oficio el ca-
rácter abusivo de las cláusulas contractuales opera en el marco de un litigio entre profesionales. 
Esta cuestión la plantea el Juzgado de lo Mercantil núm. 1 de Palma de Mallorca en el ámbito de 
un proceso iniciado por una sociedad mercantil cesionaria de un crédito por la acción de daños 
y perjuicios de un consumidor por un retraso en el transporte de su equipaje con ocasión de un 
vuelo frente a una compañía aerolínea. En ese contexto, el TJUE recuerda que el hecho de que ese 
litigio se sustancie entre dos profesionales no impide la aplicación de la Directiva 93/13, ya que 
esto no depende de la identidad de las partes del proceso judicial, sino de la calidad de las partes 
en el contrato8. Por ello, la sociedad cesionaria está facultada para hacer valer el carácter abusivo 
de la cláusula de prohibición de cesión de crédito que se incorporaba en el contrato suscrito entre 
el consumidor y la compañía área9. 
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Al margen de ello, el Tribunal de Justicia resuelve que, en un procedimiento entre profesionales, el 
juez no está obligado a examinar de oficio el carácter abusivo de las cláusulas del contrato suscrito 
con un consumidor, siempre que se disponga de la posibilidad efectiva de invocar ante ese juez el 
carácter eventualmente abusivo de la cláusula en cuestión (principio de efectividad) y, en virtud 
de la normativa nacional, el juez no esté facultado ni obligado a apreciar de oficio si una cláusula 
contractual es contraria a las normas nacionales de orden público (principio de equivalencia). Por 
tanto, en España, cabría el control judicial de oficio de cláusulas abusivas suscritas por consumido-
res en un litigio entre profesionales porque es una materia que afecta a normas de orden público.

Asimismo, el TJUE también se ha pronunciado recientemente sobre el control judicial de oficio de 
las cláusulas abusivas en respuesta a cuestiones prejudiciales planteadas por tribunales de otros 
Estados miembros. Es el caso de la Sentencia de 9 de abril de 2024 (Profi Credit Polska, asunto 
C-582/21), en la que el Tribunal de Justicia comienza estableciendo que no puede entenderse que 
el consumidor pueda servirse del procedimiento de revisión de sentencias firmes, que permite la 
reapertura del procedimiento en el que se haya dictado resolución firme basada en una disposi-
ción declarada inconstitucional o incompatible con la norma superior, para solicitar la revisión de 
una sentencia (firme) que haya aplicado una disposición de derecho nacional (o haya seguido una 
interpretación de ella) que el Tribunal de Justicia haya declarado con posterioridad incompatible 
con el derecho de la Unión. 

Ahora bien, desde la perspectiva del control judicial de oficio de las cláusulas abusivas, el Tribunal 
de Justicia deja abierta la puerta a que, si el procedimiento relativo a un contrato celebrado con un 
consumidor finaliza mediante sentencia firme dictada en rebeldía, sin que el juez haya examinado 
la abusividad de las cláusulas insertas en dicho contrato, no cabrá emplear la vía del recurso ex-
traordinario para solicitar la reapertura del procedimiento, pero el consumidor podrá hacer valer 
la abusividad de las cláusulas “en un procedimiento de ejecución de dicha sentencia dictada en re-
beldía o en un procedimiento ulterior distinto”. Por tanto, en esos casos no opera necesariamente la 
fuerza de cosa juzgada respecto de la abusividad de las cláusulas y podría caber un juicio posterior 
de validez de las estipulaciones que deje sin efectos prácticos a la sentencia firme (al menos en lo 
que afecte a dichas cláusulas).

3.	 Criterios de transparencia de una cláusula de 
honorarios en un contrato de prestación de servicios 
jurídicos. La sentencia de 12 de enero de 2023

Gran parte de las resoluciones del TJUE se han dictado en relación con contratos suscritos por un 
consumidor y una entidad financiera, debido al alto nivel de litigiosidad que ha existido (y todavía 
existe) en ese ámbito. Pero, lógicamente, las disposiciones europeas sobre derecho de consumo 
son igualmente aplicables a otros contratos suscritos con consumidores en que el profesional o 
empresario opera en un sector económico distinto de actividad.

Un ejemplo de ello es la Sentencia de 12 de enero de 2023 (D.V., asunto C-395/21), en la que el 
TJUE dio respuesta a las cuestiones prejudiciales formuladas por el Tribunal Supremo de lo Civil 
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y Penal de Lituania sobre la transparencia y abusividad de la cláusula de fijación de honorarios 
por referencia a una tarifa por hora, que se incorporaba en un contrato de prestación de servicios 
jurídicos suscrito entre un abogado y un consumidor.

En este contexto, el propio Tribunal de Justicia reconoce que la naturaleza de los servicios jurídicos 
implica que “es a menudo difícil, incluso imposible, para el profesional prever, desde la celebración 
del contrato, el número exacto de horas necesarias para prestar tales servicios y, en consecuencia, el 
coste total efectivo de estos”, y no puede exigirse al profesional que informe al consumidor sobre 
las consecuencias económicas finales del contrato cuando dependan de acontecimientos futuros, 
imprevisibles e independientes de la voluntad de ese profesional. Pero sí sería exigible que se 
faciliten “indicaciones” que permitan al consumidor medio apreciar el coste total aproximado de 
los servicios, como podrían ser una estimación del número previsible o mínimo de horas necesa-
rias para prestar los servicios jurídicos acordados, o que el profesional se comprometa al envío, 
a intervalos razonables, de facturas o informes periódicos que indiquen el número de horas de 
trabajo realizadas. 

Como se puede ver, la relevancia de esta sentencia es doble. Por un lado, contiene pronunciamien-
tos que pueden ser extrapolables a cualquier contrato en el que el precio se fije por referencia a 
una tarifa horaria. Y, por otro, el TJUE acude a elementos de información postcontractual, como 
son facturas o informes periódicos de las horas registradas, para evaluar el carácter transparente 
de una cláusula, cuando, en principio, el Tribunal de Justicia ha declarado en numerosas ocasiones 
que la información recibida antes de contratar tiene una importancia fundamental para examinar 
la transparencia de una estipulación10.

Nuestro legislador ha tomado conciencia de la importancia que el control judicial de las cláusulas 
abusivas puede tener en el marco de un contrato suscrito entre un abogado y un consumidor. Por 
ello, con el Real Decreto Ley 6/202311, se han modificado los artículos 34 y 35 de la LEC, relativos 
a los procedimientos de juras de cuentas de los honorarios del abogado y los derechos del procu-
rador, para incluir una previsión sobre el control de oficio por parte del juez de la potencial abu-
sividad de las cláusulas que constituyan el fundamento de la petición del abono de los honorarios 
o determinen la cantidad exigible.

4.	 El régimen de imposición de costas en 
procedimientos en los que sean parte un consumidor 
y un empresario. La sentencia de 13 de julio de 2023

Otro de los temas sobre los que el Tribunal de Justicia ha dictado varias sentencias son las con-
secuencias que el principio de efectividad de la Directiva 93/13 tiene sobre el régimen legal de 
imposición de las costas en un procedimiento entre un consumidor y un profesional. 

Una nueva muestra de ello es la Sentencia de 13 de julio de 2023 (Cajasur Banco, asunto C-35/22), 
que trae causa de dos cuestiones prejudiciales interpuestas por la Audiencia Provincial de Málaga. 
El Tribunal de Justicia, tras reformular las cuestiones planteadas por el órgano judicial remitente, 



203

Actualidad Jurídica Uría Menéndez, 65, octubre 2024, pp. 197-207

concluye que se respeta el principio de efectividad de la Directiva 93/13 si la normativa nacional no 
impone al profesional las costas del procedimiento judicial instado frente por el consumidor para 
hacer valer los derechos que le confiere la Directiva en caso de que el profesional se allane antes 
de contestar la demanda, siempre y cuando el juez “pueda tener en cuenta la existencia de una ju-
risprudencia nacional que declarara abusivas cláusulas análogas y la actitud del referido profesional 
para concluir que este ha actuado de mala fe”.

Se trata de un nuevo ejemplo de que, en materia de imposición de costas (y siguiendo la estela de 
la Sentencia de 16 de junio de 2020, en los asuntos Caixabank y BBVA, C-224/19 y C-259/19), el 
Tribunal de Justicia modula el régimen legal aplicable (en este caso, el art. 395 LEC) hasta el punto 
de crear, en la práctica, un régimen específico en pleitos con consumidores.

El citado precepto prevé que, en caso de que el demandado se allane a la demanda, no habrá 
condena en costas, salvo que exista mala fe del demandado porque se le hubiera dirigido previa-
mente un requerimiento fehaciente y justificado de pago o se hubiera iniciado un procedimiento 
de mediación o conciliación contra él. 

El TJUE va más allá de lo exigido en este precepto (un previo requerimiento de pago) y considera 
que la no imposición de las costas al profesional demandado vulnera el principio de efectividad 
cuando, pese al allanamiento y a la ausencia de una reclamación previa por parte del consumidor, 
existe una jurisprudencia nacional reiterada sobre la abusividad de las cláusulas cuya nulidad se 
pida en la demanda. Según el TJUE, ante esa situación, “cabe igualmente esperar de las entidades 
bancarias que tomen la iniciativa de ponerse en contacto con sus clientes cuyos contratos contengan 
tales cláusulas, antes de que estos presenten demanda, para anular los efectos de esas cláusulas”. 
Por el contrario, no tomar esta “iniciativa” y esperar a que el consumidor, en su caso, interponga 
una demanda para después allanarse, constituiría para el TJUE “indicios serios de mala fe de dichas 
entidades”, que favorecería la persistencia de los efectos de las cláusulas abusivas porque no incita 
a los profesionales a deducir de forma voluntaria las consecuencias de la jurisprudencia relativa a 
dichas cláusulas.

Con esta resolución, el Tribunal de Justicia hace recaer sobre los predisponentes una carga que 
no es exigida por la Directiva 93/13 —que se limita a establecer en su artículo 6 que las cláusulas 
abusivas no vincularán a los consumidores— ni en la práctica se ha venido exigiendo en ningún 
ordenamiento. Más bien, el TJUE impone una especie de penalización (la condena en costas) a 
aquellos profesionales que no tengan un comportamiento activo en la eliminación de los efectos 
de las cláusulas abusivas, aun cuando el consumidor no haya formulado una reclamación previa. 

Esta resolución del TJUE ya ha sido aplicada por el Tribunal Supremo en la Sentencia núm. 
565/2024, de 25 de abril (Roj: STS 2040/2024), en la que, en un litigio sobre la nulidad de una 
cláusula de gastos derivados de la formalización de un préstamo hipotecario, el Alto Tribunal ha 
concluido que, en la medida en que la entidad prestamista no tomó la iniciativa de reparar el daño 
causado al consumidor como consecuencia de la aplicación de la cláusula de gastos aun existiendo 
jurisprudencia consolidada que declara su abusividad (en palabras del Tribunal Supremo, como 
mínimo, desde las sentencias de 23 de enero de 2019), el hecho de haber esperado a la inter-
posición de la demanda para pagar las cantidades reclamadas extrajudicialmente y el posterior 
allanamiento antes de que finalizara el plazo para contestar no le exime de la condena en costas. 
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5.	El derecho de desistimiento. Las sentencias de 17 
de mayo y de 5 de octubre de 2023

El TJUE también se ha pronunciado sobre materias relevantes distintas al régimen de las cláusulas 
abusivas. Así sucede con el derecho de desistimiento, sobre el que han versado las Sentencias de 
17 de mayo de 2023 (DC, asunto C-97/22) y de 5 de octubre de 2023 (Verein für Konsumentenin-
formation, asunto C-565/22).

En ambas resoluciones, el Tribunal de Justicia reitera que la protección del consumidor pasa por 
garantizar que sea correctamente informado antes de la suscripción de un contrato sobre la exis-
tencia de un derecho a desistir del contrato celebrado fuera del establecimiento o a distancia.

En la primera sentencia, el Tribunal de Justicia resuelve que si el comerciante no proporciona al 
consumidor, antes de que este quede obligado por el contrato celebrado fuera del establecimien-
to, la información sobre el derecho de desistimiento prevista en el artículo 6.1 h) o j) de la Directiva 
2011/8312 —transpuesto en el artículo 97 j) y l) del TRLCU13— (a saber, la existencia del derecho de 
desistimiento, las condiciones, plazos y procedimientos para su ejercicio, así como el hecho de que 
deba abonar al comerciante los gastos razonables en los que haya incurrido por el servicio pres-
tado hasta el desistimiento), ese consumidor no asumirá ningún coste por los servicios prestados 
de forma total o parcial durante el período de desistimiento, sin que pueda entenderse que esto 
suponga una contravención de la prohibición del enriquecimiento sin causa. Es decir, durante ese 
periodo, la prestación de los servicios será gratuita para el consumidor. 

Asimismo, el Tribunal de Justicia recuerda que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 10.1 de 
la Directiva 2011/83, la omisión de facilitar la información relativa al derecho de desistimiento con-
lleva una prórroga de doce meses del plazo de desistimiento inicial, a contar desde la finalización 
de este. 

Por otro lado, en su Sentencia de 5 de octubre de 2023, el Tribunal de Justicia se pronuncia sobre 
el derecho de desistimiento en contratos celebrados a distancia en los que hay un período de 
prueba gratuito seguido de un período de pago prorrogable de forma automática (salvo resolu-
ción o desistimiento del consumidor). En concreto, el Tribunal Supremo austríaco plantea al TJUE 
si el derecho de desistimiento previsto en el artículo 9 de la Directiva 2011/83 debe interpretarse 
en el sentido de que el consumidor dispone de la posibilidad de desistir por una sola vez o si, por 
el contrario, dispone de tal derecho también tras finalizar el período inicial gratuito o cualquiera 
de las prórrogas posteriores.

El Tribunal de Justicia responde que, en contratos de estas características, el derecho de desisti-
miento del consumidor “se garantiza una sola vez”, siempre y cuando antes de la celebración del 
contrato se haya informado al consumidor “de manera clara, comprensible y expresa” de que la 
prestación de servicios pasará a ser remunerada tras finalizar el período inicial gratuito.

No obstante, si no se le hubiera facilitado esa información, el TJUE determina que el consumidor 
podría disponer de un nuevo derecho de desistimiento al finalizar el período gratuito, puesto 
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que podría entenderse que la diferencia entre la información realmente facilitada sobre las con-
diciones contractuales antes de la suscripción del contrato y las condiciones realmente aplicables 
tras finalizar el período gratuito sería tan esencial como para reconocerse un nuevo derecho de 
desistimiento transcurrido el período de prueba gratuito.

6.	Reflexiones finales 

Las sentencias hasta aquí comentadas son solo una muestra de la importancia del derecho de con-
sumo en la actualidad y, muy en particular, de la tendencia del Tribunal de Justicia a proteger los 
derechos e intereses de los consumidores en todas las fases de la contratación, desde la informa-
ción facilitada antes de su suscripción, pasando por su contenido y terminando con su ejecución.

Como se ha visto, en gran parte de esas resoluciones, el TJUE ha adoptado la solución más fa-
vorable para la posición contractual del consumidor, aun cuando ello haya supuesto seguir una 
interpretación de las normas aplicables que no resulta directamente de su contenido.

También se observa que los jueces españoles son cada vez más proclives a formular peticiones de 
decisión prejudicial al Tribunal de Justicia. Están en su derecho de hacerlo (aunque no obligación, 
con la salvedad del Tribunal Supremo o del órgano judicial que conozca de la última instancia). 
No obstante, sí nos parece discutible que algunas peticiones se empleen para combatir abierta y 
directamente la jurisprudencia del Tribunal Supremo, incluso en relación con materias o cláusulas 
sobre las que el Tribunal de Justicia ya se ha pronunciado y el Tribunal Supremo se limita a aplicar 
sus postulados.

En todo caso, el TJUE seguirá dictando resoluciones en materia de derecho de consumo. De he-
cho, ya estamos a la espera de varias de ellas, como revelan los siguientes asuntos en materia civil 
y de consumo que figuran actualmente pendientes: (i) en relación con la cláusula de comisión de 
apertura incorporada en un contrato de préstamo hipotecario, el asunto Caja Rural de Navarra, 
C-699/23, cuyas cuestiones prejudiciales han sido planteadas por el Juzgado de Primera Instancia 
núm. 8 de Donostia-San Sebastián; y el asunto Justa, C-39/24, elevado por el Juzgado de Primera 
Instancia e Instrucción núm. 6 de Ceuta; (ii) el asunto C-300/23, Kutxabank, relativo a la cláusula 
del índice de referencia IRPH (sobre la que ya se ha pronunciado el TJUE en numerosas ocasio-
nes), que ha planteado el Juzgado de Primera Instancia núm. 8 de San Sebastián; (iii) los asuntos 
C-6/24 y C-231/24, Abanca Corporación Bancaria, relativos a cuestiones prejudiciales sobre la fa-
cultad de vencimiento anticipado de préstamos personales, planteadas por el Juzgado de Primera 
Instancia núm. 8 de A Coruña; (iv) el asunto C-230/24, Banco Santander, también planteado por 
el Juzgado de Primera Instancia núm. 8 de A Coruña, en esta ocasión en relación con la compati-
bilidad del principio de equivalencia con la prescripción de la acción de restitución derivada de la 
nulidad de cláusulas abusivas; o (v) el asunto C-443/24, Cajasur Banco, que plantea la Audiencia 
Provincial de Málaga14, sobre la compatibilidad con la doctrina jurisprudencial del Tribunal de 
Justicia de la nueva redacción del artículo 487.1 de la LEC, que, en el caso de que exista doctrina ju-
risprudencial sobre la cuestión planteada y la sentencia recurrida se oponga a esa jurisprudencia, 
prevé la facultad del Tribunal Supremo de dictar auto que casa la sentencia y devuelve el asunto 
al tribunal de procedencia para que dicte nueva resolución de acuerdo con la jurisprudencia del 
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Tribunal Supremo, lo que, según el Auto de planteamiento de la cuestión prejudicial, podría ser 
contrario a la Directiva 93/13 porque no se distingue si la jurisprudencia nacional pudiera ser o no 
contraria a la doctrina del TJUE.

Se deberá seguir de cerca ya no solo el sentido de estas futuras resoluciones del Tribunal de 
Justicia, sino el eventual modo en que pasarán a determinar la interpretación y la aplicación del 
derecho de consumo en el futuro.
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